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ANÁLISIS DEL CASO.

PROBLEMA JURÍDICO.

¿Cuáles son los límites a la libertad de configuración del legislador en materia de seguridad
social? ¿Qué consecuencia tienen estos límites para el control de constitucional de una norma en
la materia?

REGLA.

En materia de la regulación del servicio público de seguridad social, el legislador goza de una
amplia potestad de configuración normativa. La ley, por decisión constituyente, establece los
términos en que dicho servicio público debe ser prestado, en sujeción a los principios de eficacia,
universalidad y solidaridad (artículo 48 de la Constitución). Ahora bien, la Constitución Política
establece unos principios y reglas generales, básicas y precisas, a las cuales debe ceñirse el
legislador para regular o limitar el alcance de dicho servicio público y derecho a la seguridad
social, aunque esto no impide su amplia intervención para configurar, coordinar y asegurar su
prestación a través de las estructuras o sistemas que considere idóneos y eficaces. Se destacan
dentro del catálogo de reglas generales a las que debe someterse la libertad de configuración del
legislador, las siguientes:

1. El reconocimiento de la seguridad social como un derecho irrenunciable de todos los
habitantes del territorio nacional y, a su vez,

2. Como un servicio público obligatorio cuya dirección, control y manejo se encuentra a cargo
del Estado.



3. Se admite la posibilidad de autorizar su prestación no sólo por entidades públicas sino también
por particulares;

4. Siempre y cuando se cumplan con las estrictas exigencias derivadas del contenido de los
principios de eficiencia, universalidad, solidaridad y sostenibilidad financiera.

5. El legislador además de someterse al cumplimiento de aquellas reglas y principios que regulan
el suministro y la exigibilidad de las prestaciones que componen el sistema de la seguridad
social, se encuentra sujeto de igual manera a la observancia de aquellos otros principios, valores
y derechos constitucionales previstos en la Constitución, que generalmente limitan el desarrollo
de la atribución constitucional de regulación. Ello ocurre, entre otras, con los principios de
razonabilidad, proporcionalidad y solidaridad, así como con los derechos fundamentales a la
igualdad, dignidad humana y mínimo vital.Por lo anterior, en esta materia se impone el llamado
criterio de la inconstitucionalidad manifiesta, por lo cual, sólo si de manera directa la norma
vulnera derechos fundamentales, o viola claros mandatos constitucionales, o incurre en
regulaciones manifiestamente irrazonables o desproporcionadas, deberá el juez declarar la
inconstitucionalidad de la norma.

RATIO DECIDENDI [TEXTUAL].

LIBERTAD DE CONFIGURACIÓN EN MATERIA DE SEGURIDAD SOCIAL.

“(…) De suerte que, como se señaló en sentencias C-1089 de 2003 y C-623 de 2004, el
legislador en virtud de la libertad de configuración puede diseñar el sistema de seguridad social a
través de distintos modelos, y el hecho de optar en una reforma legal por uno diferente al que
generalmente se ha empleado, no implica per se la inconstitucionalidad de la norma legal que así
lo establezca. (…) En este sentido, la Constitución Política establece unos principios y reglas
generales, básicas y precisas, a las cuales debe ceñirse el legislador para regular o limitar el
alcance de dicho servicio público y derecho prestacional a la seguridad social, pero no impide su
amplia intervención para configurar, coordinar y asegurar su prestación a través de las estructuras
o sistemas que considere idóneos y eficaces. (…)Se destacan dentro de ese catálogo de reglas
generales a las que debe someterse la libertad de configuración del legislador, entre otras, las
siguientes: (i) el reconocimiento de la seguridad social como un derecho irrenunciable de todos
los habitantes del territorio nacional y, a su vez, (ii) como un servicio público obligatorio cuya
dirección, control y manejo se encuentra a cargo del Estado. Adicionalmente, (iii) se admite la
posibilidad de autorizar su prestación no sólo por entidades públicas sino también por
particulares; (iv) siempre y cuando se cumplan con las estrictas exigencias derivadas del
contenido de los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad y sostenibilidad financiera
(C.P. art. 48). (…) 7. De igual manera, esta Corporación ha establecido que el legislador en
ejercicio de la citada potestad de configuración normativa, además de someterse al cumplimiento
-en concreto- de aquellas reglas y principios que regulan el suministro y la exigibilidad de las
prestaciones que componen el sistema de la seguridad social, se encuentra sujeto de igual manera
a la observancia de aquellos otros principios, valores y derechos constitucionales previstos en el
Texto Superior, que generalmente limitan el desarrollo de la atribución constitucional de
regulación. Ello ocurre, entre otras, con los principios de razonabilidad, proporcionalidad y
solidaridad, así como con los derechos fundamentales a la igualdad, dignidad humana y mínimo
vital. (…) “En materia de la regulación del servicio público de seguridad social, el legislador
goza de una amplia potestad de configuración normativa. La ley, por decisión constituyente,
establece los términos en que dicho servicio público debe ser prestado, en sujeción a los
principios de eficacia, universalidad y solidaridad (artículo 48 de la Constitución). (…)“La Corte



considera que en esta materia se impone el llamado criterio de la inconstitucionalidad manifiesta,
por lo cual, sólo si de manera directa la norma vulnera derechos fundamentales, o viola claros
mandatos constitucionales, o incurre en regulaciones manifiestamente irrazonables o
desproporcionadas, deberá el juez declarar la inconstitucionalidad de la norma” (Sentencia C-
265 de 1994. M.P. Alejandro Martínez Caballero). (…)”

PARTE RESOLUTIVA.

Declarar EXEQUIBLES los literales d) de los artículos 47 y 74 de la Ley 100 de 1993,
modificados por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, salvo la siguientes expresión: “de forma
total y absoluta”, que se declara INEXEQUIBLE.

SALVAMENTO O ACLARACIÓN DE VOTO.

Ninguno.

ELEMENTOS COMPLEMENTARIOS.

OBITER DICTA [TEXTUAL].

LA SEGURIDAD SOCIAL ES UN SERVICIO PÚBLICO.

“(…) la seguridad social cumple con los tres postulados básicos para categorizar a una actividad
como de servicio público, pues está encaminada a la satisfacción de necesidades de carácter
general, lo que exige el acceso continuo, permanente y obligatorio de toda la colectividad a su
prestación, siendo además necesaria e indispensable para preservar la vigencia de algunos de los
derechos fundamentales que sirven de soporte al Estado Social de Derecho, como ocurre con los
derechos a la vida, al mínimo vital y la dignidad humana. En ciertos casos, la ley igualmente le
ha conferido a la seguridad social la naturaleza de servicio público esencial, por lo que se debe
garantizar su prestación de forma permanente y continua, a fin de lograr el desarrollo de una
vida plena y satisfactoria en sociedad (C.P. art. 56). En la actualidad, el artículo 4o de la Ley 100
de 1993, establece que el citado servicio es esencial en todo lo relacionado con el sistema general
de salud y, en materia pensional, solamente en aquellas actividades directamente vinculadas con
el reconocimiento y pago de las pensiones. (…)”

CONTENIDO DE LOS PRINCIPIOS QUE RIGEN EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL.

“(…) Según el principio de universalidad, la cobertura en la protección de los riesgos inherentes
a la seguridad social debe amparar a todas las personas residentes en Colombia, en cualquiera de
las etapas de su vida, sin discriminación alguna por razones de sexo, edad, raza, origen nacional
o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, etc. El principio de solidaridad exige la
ayuda mutua entre las personas afiliadas, vinculadas y beneficiarias, independientemente del
sector económico al cual pertenezcan, y sin importar el estricto orden generacional en el cual se
encuentren. Este principio se manifiesta en dos subreglas, a saber: En primer lugar, el deber de
los sectores con mayores recursos económicos de contribuir al financiamiento de la seguridad
social de las personas de escasos ingresos, por ejemplo, mediante aportes adicionales destinados
a subsidiar las subcuentas de solidaridad y subsistencia del sistema integral de seguridad social
en pensiones, cuando los altos ingresos del cotizante así lo permiten. En segundo término, la
obligación de la sociedad entera o de alguna parte de ella, de colaborar en la protección de la
seguridad social de las personas que por diversas circunstancias están imposibilitadas para
procurarse su propio sustento y el de su familia. En estos casos, no se pretende exigir un aporte



adicional representado en una cotización en dinero, sino que, por el contrario, se acuden a otras
herramientas del sistema de seguridad social en aras de contribuir por el bienestar general y el
interés común, tales como, (i) el aumento razonable de las tasas de cotización, siempre y cuando
no vulneren los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida digna; (ii) la exigencia
proporcional de períodos mínimos de fidelidad o de carencia, bajo la condición de no hacer
nugatorio el acceso a los derechos de la seguridad social y, eventualmente; (iii) el aumento de las
edades o semanas de cotización, con sujeción a los parámetros naturales de desgaste físico y
psicológico, como lo reconocen los tratados internacionales del derecho al trabajo.  El principio
de eficiencia cuyo propósito consiste en lograr el mejor uso económico y financiero de los
recursos disponibles para asegurar el reconocimiento y pago en forma adecuada, oportuna y
suficiente de los beneficios a que da derecho la seguridad social. Mediante este principio se
pretende hacer efectivo, el mandato constitucional de garantizar “el derecho al pago oportuno y
al reajuste periódico de las pensiones legales”, en los términos previstos en el artículo 53 del
Texto Superior. Finalmente, el principio de sostenibilidad financiera, incorporado a la
Constitución Política a través del Acto Legislativo No. 01 de 2005, mediante el cual se exige del
legislador que cualquier regulación futura que se haga del régimen pensional debe preservar el
equilibrio financiero del sistema general de pensiones. (…)”
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